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Presentación

Los Documentos de Trabajo son un espacio para la reflexión y el debate. 
A diferencia de otros formatos, esta serie ofrece un palco para los trabajos 
inacabados, para la discusión de las ideas en formación y el perfecciona-
miento de los procesos de investigación. Se trata pues, de textos que salen 
a la luz para ser enriquecidos con la crítica y el debate antes de pasar por el 
tamiz editorial. 

En esta colección se sumarán cinco grandes áreas del conocimiento: el 
derecho constitucional, el derecho internacional, la sociológica jurídica, la 
teoría y filosofía del derecho. Además, de poner a prueba nuestras ideas, el 
cometido principal de esta publicación es aportar a los debates actuales, tanto 
aquellos que se viven en la academia como los que resultan de la cada vez 
más compleja realidad nacional e internacional. 

Esta publicación está abierta a todos los miembros de nuestra Casa de 
Estudios, profesores y estudiantes, así como a quienes nos visitan. Espera-
mos contar con el aporte de todos aquellos interesados en la construcción 
de academia.

Magdalena Correa Henao		  Paola Andrea Acosta A.
Directora del Departamento		  Editora 
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La justicia constitucional
en América Latina

Sumario: 0. Introducción. 1. La construcción de democracias constitucionales y 
sistemas de justicia constitucional en América Latina. 2. Mapa de los sistemas de 
justicia constitucional en los estados latinoamericanos. 3. Características generales 
de la justicia constitucional latinoamericana. 3.1. Heterogeneidad. 3.2. Apertura 
a la ciudadanía. 3.3. Contexto de hiperpresidencialismo y activismo judicial. 4. 
¿La Corte Interamericana de Derechos Humanos como Tribunal Constitucional 
Regional? 5. Retos de la justicia constitucional en América Latina. 5.1. Retos 
a nivel interno. 5.2. Retos en relación con la internacionalización del derecho 
constitucional. 6. Conclusión. 

Introducción

Los análisis más recientes de derecho constitucional comparado demuestran 
que en el mundo prevalece el modelo concentrado de control de constitucio-
nalidad1. No obstante, en los países de América Latina concurren todos los 
sistemas y métodos de justicia constitucional que existen hasta ahora. Desde 
el establecimiento de tribunales constitucionales especializados con la función 
exclusiva de realizar un control concentrado de la conformidad de la ley con 

1. La cifra más reciente es del año 2005. De un total de 138 ordenamientos jurídicos 
susceptibles de ser clasificados como sistemas descentralizados o concentrados de control de 
constitucionalidad, el 62 % (85) adoptó el modelo Kelseniano o concentrado de justicia consti-
tucional. Cfr. Stone Sweet, Alec. Constitutional Courts. En Rosenfeld, Michel y Sajo, András. 
The Oxford Handbook of Comparative Constitutional Law. Oxford University Press, Oxford, 
2012, pp. 819 y 820.
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la Constitución, hasta la facultad de todos los jueces para realizar el control 
difuso de constitucionalidad; desde el control previo de constitucionalidad 
para determinados actos, hasta el control posterior sin caducidad de los actos 
del legislador; desde la legitimación restringida para solicitar la intervención 
del juez constitucional, hasta el modelo de acceso directo de los ciudadanos 
mediante la acción popular o pública de constitucionalidad; desde modelos 
que asignan la última palabra sobre la constitucionalidad de la ley a los jueces, 
hasta experiencias que introducen elementos del constitucionalismo dialó-
gico, mediante el sistema de respuestas legislativas a las decisiones de los 
tribunales o el modelo bilateral de reparación de la discriminación normativa. 

Entre muchos otros aspectos, América Latina es una especie de laboratorio 
de la justicia constitucional, en el que los tradicionales modelos europeo y 
norteamericano se presentan puros, combinados o adaptados a las propias 
experiencias del constitucionalismo latinoamericano. Como lo señala A. 
Brewer-Carias: 

“Ambos sistemas (difuso y concentrado) de justicia constitucional, sin duda, aun 
cuando en su inicio respondían a principios diferentes, en muchos países coexisten 
en paralelo, como sucede en buena parte de los regímenes constitucionales de los 
países latinoamericanos (…)”2.

En ese contexto, un documento de trabajo sobre la justicia constitucional en 
América Latina no es el espacio idóneo para sustituir la lectura de los manuales 
y textos especializados sobre cada uno de los dinámicos modelos de justicia 
constitucional de los ordenamientos jurídicos de la región3. No obstante, se 
pueden realizar unas notas comunes de orden histórico, una clasificación 

2. Brewer-Carías, Allan. El Sistema de Justicia Constitucional en la República Domini-
cana y la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional y de los Procedimientos Constitucionales 
(2011). Centro de Estudios Constitucionales de Chile. Estudios Constitucionales, vol. 9, núm. 
1, 2011, pp. 305.

3. En orden inverso de actualización y vigencia, una descripción por cada ordenamiento 
jurídico se puede consultar en: García Belaunde, Domingo; Fernández Segado, Francisco y 
Hernández Valle, Rubén. (Coords.). Los Sistemas Constitucionales Iberoamericanos, Edito-
rial Dykinson, Madrid, 1992. (Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Chile, Ecuador, 
Guatemala, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela). Eguiguren 
Praeli, Francisco. Los tribunales constitucionales en Latinoamérica: Una Visión Comparativa. 
Centro Interdisciplinario de Estudios sobre el Desarrollo Latinoamericano. Konrad – Adenauer 
– Stiftung, Buenos Aíres, 2000. (Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador, Guatemala y Perú). Ferrer 
Mac-Gregor, Eduardo. Los tribunales constitucionales en Iberoamérica. Fundación Universitaria 
de Derecho, Administración y Política, Querétaro, 2002, pp. 65-86. (Bolivia, Colombia, Costa 
Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Nicaragua, Paraguay, Perú y Venezuela). Navia, Patricio 
y Ríos-Figueroa, Julio. The Constitutional Adjudication Mosaic of Latin America. Comparative 
Political Studies, Vol. 38, No. 2, 2005, pp. 189-217. (Este artículo analiza el sistema de control 
de constitucionalidad en 17 estados de la región) Nogueira Alcalá, Humberto. El Derecho 
Procesal Constitucional a Inicios del Siglo XXI en América Latina. Universidad Externado 
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de los modelos generales de control de constitucionalidad que actualmente 
tienen los estados latinoamericanos y una referencia a las perspectivas de 
la justicia constitucional, en el marco del denominado constitucionalismo 
latinoamericano. Adicionalmente, las referencias bibliográficas en las notas 
y en la parte final del texto, constituyen una invitación a leer y profundizar 
en la plural y diversa justicia constitucional de América Latina. 

El documento se divide en cinco partes. En la primera, se da cuenta de los 
cambios que constituyeron condiciones necesarias para el establecimiento de 
democracias constitucionales y sistemas de justicia constitucional en la región; 
en la segunda, se construye un mapa de los diferentes sistemas de justicia 
constitucional de los estados latinoamericanos; en la tercera, se menciona 
una serie de características generales de la justicia constitucional en América 
Latina; en cuarto lugar, se hace una breve referencia a un debate que mere-
cería, al menos todo un capítulo, sobre la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y su supuesto carácter de tribunal constitucional. Finalmente, en 
la quinta parte, se concluirá con una mención a los retos y perspectivas de 
la justicia constitucional regional. 

1. La construcción de democracias constitucionales 
y sistemas de justicia constitucional en América Latina

Después de un siglo de historia constitucional (XIX) en el que prevaleció el 
modelo de organización del Estado que privilegiaba la soberanía parlamentaria4, 
a la ley como fuente principal del ordenamiento jurídico (paleopositivismo)5, 
una comprensión política de los textos constitucionales, una noción relativa 
de la eficacia de la Constitución6 y un ámbito de competencias judiciales li-

de Colombia, Bogotá, 2010. (Argentina, Brasil, Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador, Paraguay, 
Uruguay y Venezuela).

4. Esta afirmación no es válida para los Estados Unidos. Como sostiene Fernández Segado: 
“(…) incluso podría afirmarse que latente siempre en el corazón del sistema jurídico-político 
americano, pues ya con anterioridad a la Independencia la idea del carácter supremo, de la 
primacía normativa de la Constitución, permanecería fuertemente arraigada en el espíritu de la 
colonias”. Fernández Segado, Francisco. Del control político al control jurisdiccional. Evolu-
ción y aportes a la justicia constitucional en América Latina. Pensamiento Constitucional, año 
XII, núm. 12, 2012, p. 120.

5. “En el paradigma paleopositivista del Estado liberal, la ley, sea cual fuera su contenido, 
era considerada la fuente suprema e ilimitada del derecho”. Ferrajoli, Luigi. Democracia y 
Garantismo. Editorial Trotta, Madrid, 2010, p. 29. 

6. Le eficacia de la Constitución es un concepto que adolece de indeterminación por gradiente. 
En términos generales, cuando se habla de la eficacia de la Constitución, se hace referencia a 
todas aquellas condiciones estructurales necesarias para que una Constitución funcione bien como 
una norma jurídica, de manera que la distancia entre la realidad constitucional y las promesas 
escritas de la Constitución sea cada vez menor. A mayor grado de distancia entre la Constitución 
y la realidad constitucional, menor grado de eficacia de aquella. No se debe confundir la eficacia 
de la Constitución con su eficiencia. Éste último también es un concepto controvertido que hace 
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mitadas a la aplicación de la ley7; el siglo XX constituyó un periodo aluvional 
de transformaciones en cada uno de estos elementos, hacia la construcción de 
democracias constitucionales en los estados de América Latina y la inclusión 
de sistemas de justicia constitucional más o menos desarrollados. 

Tres factores principales incidieron en los cambios de los modelos cons-
titucionales de América Latina y abrieron paso al surgimiento de sistemas de 
justicia constitucional en la región. En primer lugar, la influencia del modelo 
norteamericano, descentralizado o difuso de control de constitucionalidad8, 
que tuvo sus bases en una de las decisiones judiciales más importantes de la 
historia constitucional mundial, el caso Marbury contra Madison, decidido 
en 1803 por la Corte Suprema de los Estados Unidos9. En segundo lugar, 
el surgimiento en Checoslovaquia y Austria10 del que posteriormente se de-
nominaría modelo europeo de control de constitucionalidad11 y, finalmente, 
la propia historia constitucional de algunos estados en las primeras décadas 
posteriores a la independencia. 

referencia a la capacidad de funcionamiento del poder público, en el marco de las limitaciones 
y órdenes que establece el texto constitucional. Cfr. Kokott, Juliane y Kaspar, Martin. Ensur-
ing Constitutional Efficacy. En Rosenfeld, Michel y Sajo, András. The Oxford Handbook of 
Comparative Constitutional Law. Oxford University Press, Oxford, 2012, pp. 795 – 796. 

7. Esta tesis mantiene su validez a pesar de que es posible encontrar cláusulas concretas 
de atribución de control judicial de constitucionalidad en algunos textos constitucionales del 
siglo XIX. La mayoría de esas normas fueron derogadas, nunca se implementó el control o se 
ejerció excepcionalmente. Por todos, los casos de la Constitución de la Provincia de Cundina-
marca (1811), la Constitución del Estado de Cartagena de Indias (1812) y la Carta del Estado 
de Yucatán (1841).

8. A pesar de que se denomina modelo norteamericano, este tipo de control prevalece en otros 
ordenamientos: Argentina, Australia, Canadá, Dinamarca, India, Japón y Noruega. Para que tal 
influencia se concretara en América Latina, fue muy importante la traducción y difusión de dos 
textos: El Federalista y La Democracia en América. El primero es un conjunto de 85 escritos 
de autoría de Alexander Hamilton, James Madison y John Jay, que contienen las bases de la 
organización política, judicial, administrativa y territorial de los Estados Unidos. El segundo, es 
una traducción del estudio publicado originalmente en francés por Alexis de Tocqueville sobre 
el funcionamiento del sistema político de los Estados Unidos. 

9. El texto original de la Sentencia se puede consultar en el siguiente enlace: http://caselaw.
lp.findlaw.com/cgi-bin/getcase.pl?court=us&vol=5&invol=137 (14/07/2014). 

10. No obstante, fue hasta después de la Segunda Guerra Mundial que empezaron a fun-
cionar tribunales constitucionales en la mayoría de los estados europeos, en el siguiente orden: 
Alemania (1951), Italia (1956), España (1980), Portugal (1983), Hungría (1990), Bulgaria 
(1991), Rusia (1991), Eslovenia (1991), República Checa (1993), Eslovaquia (1993), Lituania 
(1993), Moldavia (1995), Ucrania (1997). Una breve historia del modelo europeo de control de 
constitucionalidad se encuentra en: Ahumada Ruiz, Marian. La Jurisdicción Constitucional en 
Europa. Bases teóricas y políticas. Universidad de Navarra – Thomson Civitas, Navarra, 2005.

11. Sobre las características, problemas y ventajas del modelo europeo de control de 
constitucionalidad, se puede consultar a: Ferreres Comella, Víctor. Una defensa del modelo 
europeo de control de constitucionalidad. Serie de Teoría Constitucional y Derecho. Marcial 
Pons, Madrid, 2011. 
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El primer factor (influencia norteamericana) estimuló la atribución de 
competencias judiciales de inaplicación de la ley, mediante mecanismos 
semejantes a la actual excepción de inconstitucionalidad del artículo 4º de la 
Constitución Política de Colombia (1991)12. El segundo determinante (modelo 
europeo), se fundó sobre las lecciones de Hans Kelsen sobre la necesidad 
de crear un órgano especializado en realizar el juicio de validez y contraste 
entre la ley y la Constitución13 e impulsó la creación de los nuevos tribunales 
constitucionales o de salas de lo público y de lo constitucional dentro de los 
tribunales supremos ya existentes. El tercer elemento (histórico) se refiere 
especialmente a los estados que establecieron, desde muy temprano, meca-
nismos de control de constitucionalidad; incluso mediante herramientas tan 
novedosas y revolucionarias como la acción popular de constitucionalidad14.

La conjunción de estos tres elementos abrió paso a la plena comprensión 
del texto constitucional como norma jurídica, con el mayor grado de jerarquía 
dentro del ordenamiento, a la necesidad de garantizar su eficacia mediante 
mecanismos políticos fuertes y a la asignación de facultades judiciales de 
control de su fuerza vinculante para los poderes públicos y los particulares. 
Sin estos factores y su desarrollo en las últimas décadas, no sería posible 
construir un mapa de los sistemas de control de constitucionalidad de la 
región como el que se presenta a continuación. 

12. Sobre la influencia del modelo norteamericano de control de constitucionalidad en 
América Latina: “(…) también en el Sur – ya mucho antes de la Constitución argentina de 1853, 
que consagraría el control jurisdiccional de constitucionalidad, siguiendo, quizá más fielmente 
que en ningún otro lugar, el modelo norteamericano – el influjo de los textos constitucionales 
estadounidenses fue muy fuerte (…)”. Fernández Segado, Francisco. Del control político. op. 
cit., p 126. También se puede consultar a: Santamaría, Alejandro. El control constitucional por 
vía de excepción en el pensamiento constitucional colombiano: 1811-1886. Historia del Derecho 
Público en Colombia. Tomo I, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2012, pp. 261-318.

13. El artículo más difundido por sus traducciones al francés y posteriormente al castellano, 
es el siguiente: Kelsen, Hans. La garantía jurisdiccional de la Constitución (La Justicia Cons-
titucional). Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, núm. 15, Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, Madrid, 2011, pp. 249 – 300.

14. Para algunos autores, la Constitución de Cundinamarca de 1811 estableció una acción 
popular de constitucionalidad que permitía a los ciudadanos solicitar la intervención del Senado 
de Censura y Protección para la vigilancia del cumplimiento de la Constitución. La misma dispo-
sición aparece en la Constitución de Cartagena de Indias de 1812 y una semejante en la Consti-
tución de Bolivia de 1826. Durante el siglo XIX, en normas no constitucionales se establecieron 
distintos mecanismos de control de constitucionalidad que incluían la legitimación activa de los 
ciudadanos, por ejemplo, en Colombia la Ley Orgánica de la Administración Municipal de 1850. 
No obstante, la Constitución Venezolana de 1858 (Artículo 113-8) y la reforma a la Constitución 
de Colombia de 1886, mediante el Acto Legislativo 3 de 1910, son los antecedentes directos 
de los actuales modelos de acceso directo de los ciudadanos al control de constitucionalidad. 
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2. Mapa de los sistemas de justicia constitucional
en los estados latinoamericanos

En la mayoría de los países de América Latina existe un sistema de justicia 
constitucional con un órgano especializado que se denomina expresamente 
Corte o Tribunal Constitucional. La diferencia más relevante es que algunas 
constituciones ubican orgánicamente a estas instituciones dentro de la estructura 
de la rama judicial (Bolivia y Colombia), mientras que otras los configuran 
como órganos autónomos o externos a la estructura clásica de las ramas del 
poder público (Chile, Ecuador, Guatemala, Perú, República Dominicana). 

No obstante, lo anterior no quiere decir que en los estados que carecen de 
un órgano denominado corte o tribunal constitucional, no exista un sistema 
de justicia constitucional o una institución encargada del control concentrado 
de constitucionalidad. Por el contrario, en los países en los que no existe un 
órgano especializado, el control es realizado por una sala, por una sección o 
por el pleno del Tribunal o Corte Suprema. Así sucede en Argentina, Brasil, 
Costa Rica, El Salvador, Honduras, México, Nicaragua, Paraguay, Uruguay  
y Venezuela.

A pesar de esta realidad institucional, es posible afirmar que hay salas de 
tribunales supremos que tienen un grado elevado de autonomía que convierte 
en irrelevante el diseño institucional que los ubica como una división de un 
órgano central. En ese sentido H. Nogueira sostiene, por ejemplo, que “(…) 
la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela, en 
forma similar a la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Costa Rica, 
constituye un tribunal constitucional insertado orgánicamente en la cúspide 
del poder judicial venezolano” 15.

Por otra parte, además de la existencia de estos tribunales supremos/
constitucionales, en la mayoría de los estados se han establecido sistemas 
difusos de control de constitucionalidad. Lo anterior significa que, en estos 
países, coexisten las facultades de control concentrado, con la competencia 
de todos los jueces para inaplicar o someter a consulta la compatibilidad de 
las leyes con la Constitución. Esta combinación se presenta en Brasil, Chile, 
Colombia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Paraguay, 
Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela16. Aunque entre cada uno 

15. Nogueira Alcalá, Humberto. El Derecho Procesal Constitucional a Inicios del Siglo 
XXI en América Latina. Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2010, p. 299.

16. Incluso en sistemas que tienen exclusivamente un modelo difuso de control de consti-
tucionalidad, surgen propuestas para que se establezca un Tribunal Constitucional que asuma el 
control concentrado, con el fin de instaurar sistemas mixtos o para que el nuevo órgano ejerza las 
funciones de las salas o secciones de los tribunales supremos. Cfr. Luque, Carlos. Un Tribunal 
Constitucional para la República Argentina: nociones sobre la conveniencia de su incorpo-
ración. Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano. Konrad – Adenauer – Stiftung, 
Montevideo, 2009, pp. 109-124.
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de estos sistemas hay diferencias sustanciales que restringen o amplían las 
competencias de los jueces para realizar el control difuso, son modelos de los 
cuales se puede afirmar que adoptan un control mixto de constitucionalidad.

Una convención que permite leer el mapa de la justicia constitucional en 
América Latina, es el grado de apertura de los tribunales a los ciudadanos, 
en especial, los mecanismos concretos que permiten someter a control de 
constitucionalidad los actos normativos del legislador. En este aspecto, la 
región ha sido revolucionaria a nivel mundial por el establecimiento de las 
acciones de constitucionalidad, incluso antes de que el control concentrado 
de constitucionalidad apareciera en Europa y, por supuesto, previamente a la 
experiencia de Hungría de finales del siglo XX, que sería la más cercana a un 
modelo de acceso directo de los ciudadanos a los tribunales constitucionales. 

En esta materia, en la región existen sistemas que incorporan la mayor 
apertura posible, mediante acciones que confieren la legitimación activa 
para demandar una ley a todas las personas naturales o jurídicas que habitan 
un Estado, como sucede en Venezuela; a todos los ciudadanos en ejercicio 
de los derechos políticos, como en el diseño institucional de Colombia, El 
Salvador, Nicaragua y Panamá. En algunos sistemas se exige al ciudadano 
que demuestre un interés legítimo o la potencial lesión de un derecho, como 
requisito previo para obtener la plena legitimación activa; éste sería el caso 
de Paraguay, República Dominicana y Uruguay. También hay sistemas que 
privilegian el acceso de grupos de ciudadanos que comparten la interpreta-
ción de una ley como contraria a su interpretación de la Constitución. En 
efecto, en Ecuador se habilita a un grupo de mil ciudadanos para que inter-
pongan una demanda de constitucionalidad y, en Perú, el número se eleva a 
cinco mil, más la exigencia de un informe previo del Defensor del Pueblo. 
Finalmente, en Brasil se permite el acceso al control de constitucionalidad 
a organizaciones sindicales, partidos políticos o asociaciones corporativas, 
siempre que demuestren una conexión entre sus funciones y el objeto de la 
norma que es sometida a contraste con la Constitución. 

Otro aspecto relevante en el mapa de la justicia constitucional de la región 
es la facultad de algunos tribunales para controlar las omisiones del legisla-
dor. Se trata de una competencia interesante porque implica la posibilidad 
de garantizar la eficacia de la –en términos de L. Ferrajoli– esfera sobre 
la cual el legislador no puede dejar de decidir. El control de las omisiones 
legislativas aparece con mención expresa en la Constitución de Brasil (Ar-
tículo 103-2), Venezuela (Artículo 336-7) y Ecuador (Artículo 436-10). No 
obstante, también se puede colegir esa competencia implícita en otros textos 
constitucionales y ha sido ejercida por la Corte Constitucional de Colombia, 
el Tribunal Constitucional del Perú, la Suprema Corte de Justicia de República 
Dominicana y la Corte Suprema de Argentina. 

Dentro de la geografía latinoamericana de la justicia constitucional, destaca 
por su relieve el sistema constitucional boliviano. Entre muchos aspectos, 
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por la forma de elección de los miembros del Tribunal Constitucional Pluri-
nacional (TCP). Los jueces son elegidos mediante procesos de participación 
popular en los que el voto directo y universal de los ciudadanos es determi-
nante en la selección de los miembros del TCP, con base en la lista paritaria 
de veintiocho candidatos y candidatas que elabora previamente la Asamblea 
Legislativa Plurinacional17. 

Se trata de una experiencia interesante porque involucra tantas ventajas 
como problemas que la doctrina constitucional ha debatido ampliamente. Entre 
muchas otras, se pueden señalar del lado de las ventajas: la conexión de los 
jueces con los ciudadanos, la posibilidad de ejercer un mínimo control público 
sobre los candidatos a jueces constitucionales y la deliberación en torno a sus 
condiciones y aptitudes. Desde las críticas, se señalan los fallos generales 
del sistema electoral que se trasladan a las elecciones de los miembros del 
TCP, la dinámica clientelista que un proceso de selección de ese tipo genera 
y el riesgo potencial de que el juez actúe como representante de la facción 
que lo eligió o del grupo político o económico que respaldó su candidatura. 

Con el desarrollo de este diseño institucional todavía reciente, se podrán 
adelantar conclusiones más elaboradas sobre la conveniencia de adoptarlo 
en otros contextos políticos y jurídicos. En todo caso, no se puede dejar de 
señalar la contradicción en que incurre el sistema boliviano, al permitir un 
alto grado de participación ciudadana en la elección de los jueces del TCP, 
pero cerrar las puertas del control de constitucionalidad a la ciudadanía me-
diante sistemas de revisión judicial con una legitimación que se restringe a 
las minorías parlamentarias, el defensor del pueblo, las autoridades regionales 
y el Presidente del Estado18. 

Para finalizar el mapa de la jurisdicción constitucional de la región, vale la 
pena señalar que la conformación de los tribunales supremos/constitucionales 
es muy diversa y no permite evidenciar parámetros comunes, más allá de la 
afirmación de que se trata de órganos integrados por ciudadanos y juristas. 
La tabla anexa al documento muestra la composición de cada tribunal, los 
requisitos, el procedimiento de elección y el periodo de los magistrados de 
algunas de las salas, cortes o tribunales de la región19. 

3. Características generales de la justicia 
constitucional latinoamericana

Se ha insistido durante toda el artículo en la idea de la diversidad, riqueza y 
pluralidad de la justicia constitucional regional, a tal punto que parece una 

17. Ley 27 de 2010. Ley del Tribunal Constitucional Plurinacional. (Artículos 16 a 20). 
18. Ley 27 de 2010. Ley del Tribunal Constitucional Plurinacional. (Artículo 104).
19. El autor agradece a Mariana Arias Duque por completar la tabla con datos que se en-

cuentran actualizados hasta el segundo semestre de 2014.
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contradicción hacer referencia a un conjunto de características generales del 
objeto de estudio de este escrito. Aun así, pueden identificarse los siguien-
tes rasgos o tendencias que, en efecto, se presentan como una propiedad 
estructural o como una tendencia de la justicia constitucional en América 
Latina: la heterogeneidad, la apertura a la ciudadanía y el contexto del hi-
perpresidencialismo.  

3.1. Heterogeneidad

Una de las principales razones por las que este artículo carece de una cla-
sificación estricta de la justicia constitucional de la región es el alto grado 
de dificultad para sistematizar el universo de tribunales, cortes y jueces 
constitucionales de América Latina. Aunque tal tipología fuera posible, la 
conveniencia de realizarla también estaría bajo sospecha, en la medida en 
que factores externos a la simple consideración de las disposiciones jurídicas 
y las estructuras institucionales, aumentan la complejidad del entramado 
constitucional latinoamericano. Por ejemplo, F. Fernández afirma con notable 
contundencia que:

“(…) la heterogeneidad geográfica, temporal, procedimental, etcétera, ha sido la 
pauta común que ha caracterizado la justicia constitucional en América Latina, 
rasgo que llega hasta nuestros propios días”20.  

De acuerdo con lo anterior, resulta un acierto que la doctrina coincida en 
destacar que la heterogeneidad prevalece sobre los aspectos comunes de la 
justicia constitucional de la región. En ese sentido, los estudios comparados 
han establecido que por encima de los factores compartidos entre los tribunales 
constitucionales del continente, prevalecen los diferentes “rasgos particulares, 
sin duda resultado de sus experiencias históricas y políticas específicas”21. 

Este ha sido uno de los principales obstáculos para construir un esquema 
de justicia constitucional regional que muestre una unidad de parámetros 
identificables como parte de un modelo propio. Como se señaló al principio 
de este artículo, se identifica a América Latina como un entorno en el que los 
sistemas jurídicos aprehendieron el modelo norteamericano y europeo, hasta 
el punto de que la mayoría de estados tienen actualmente manifestaciones 
concretas de control difuso y concentrado de constitucionalidad. Pero incluso 
esta característica tiene matices por la propia diversidad regional, como lo 
anota F. Eguiguren:  

20. Fernández Segado, Francisco. Del control político. op. cit., pp. 123 y 124. 
21. Eguiguren Praeli, Francisco. Los tribunales constitucionales en Latinoamérica: una 

visión comparativa. Centro Interdisciplinario de Estudios sobre el Desarrollo Latinoamericano. 
Konrad – Adenauer – Stiftung, Buenos Aíres, 2000, p. 67.
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“Sin duda que estos sistemas “mixtos” o “duales” expresan una “creatividad” que 
trasciende la mera incorporación mecánica de los modelos “clásicos” de control 
“difuso” o “concentrado”; revisten, además, especial interés de estudio por las 
peculiaridades que le son propias en cada caso nacional”22.

Adicionalmente, la heterogeneidad es una característica que se proyecta sobre 
las diversas formas de impacto, del rol institucional de los tribunales consti-
tucionales y de su jurisprudencia, en el contexto político de cada Estado. No 
es este el espacio para realizar comparaciones o establecer jerarquías excesi-
vamente arbitrarias en torno a la relevancia de unas cortes constitucionales en 
relación con otras o de la forma en que se destaca el poder transformador de 
las decisiones de algunos tribunales de la región. Sin embargo, es innegable 
que se pueden identificar diferentes grados de trascendencia, con lo cual, la 
heterogeneidad también afecta la centralidad de la justicia constitucional en 
los países latinoamericanos. 

3.2. Apertura a la ciudadanía

Los modelos de control de constitucionalidad pueden ser clasificados bajo 
cuatro categorías, de acuerdo con el grado de apertura de los tribunales a la 
ciudadanía. Del más alto al más reducido nivel, se puede hablar de modelos 
de i) acceso directo, ii) acceso interesado, iii) acceso colectivo u organizado 
y iv) acceso por intermedio de determinados funcionarios. 

Los primeros permiten que todas las personas o los ciudadanos deman-
den leyes que consideran inconstitucionales. El segundo nivel exige que 
el demandante demuestre que tiene un interés especial en la revisión de la 
constitucionalidad de la ley porque existe un riesgo potencial sobre uno de 
sus derechos o intereses protegidos por el ordenamiento jurídico. El tercer 
modelo, requiere la existencia de una pluralidad de ciudadanos demandantes 
o que éstos pertenezcan a determinadas asociaciones sindicales o políticas. 
Finalmente, en el cuarto nivel, los ciudadanos no pueden acceder al control 
de constitucionalidad, sino que lo hacen las minorías parlamentarias o ciertos 
funcionarios públicos, sobre los cuales la ciudadanía se limita a formular una 
solicitud o ejercer presión política. 

Con las notables excepciones de Bolivia y Brasil, la mayoría de los estados 
de América Latina incluyen formas de acceso que se pueden ubicar en los dos 
primeros niveles. Es decir, una gran parte de los sistemas jurídicos permite 
que todas las personas, los ciudadanos y quienes se encuentren interesados, 
presenten demandas de constitucionalidad en contra de una ley. 

22. Eguiguren Praeli, Francisco. Los tribunales constitucionales en Latinoamérica. op. 
cit., p. 66. 
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Este es, ciertamente, un rasgo general y una tendencia en los sistemas 
constitucionales de América Latina. Anteriormente se señaló que la región ha 
sido revolucionaria en este aspecto frente al resto de la justicia constitucional 
mundial; más adelante se argumentará que uno de los principales retos es 
ampliar esa tendencia, de manera concomitante a procesos de fortalecimiento 
de la deliberación pública, a otras formas de control de la acción del legislador 
y a las precauciones necesarias para no desvirtuar el principio democrático. 

3.3. Contexto de hiperpresidencialismo y activismo judicial

Una tercera característica que no es intrínseca a la justicia constitucional 
latinoamericana pero que condiciona su funcionamiento y legitimidad demo-
crática, y permite comprender el papel institucional de la justicia, en general, y 
de los jueces constitucionales, en particular, es el hiperpresidencialismo. Éste 
es un fenómeno político que ha sido considerado como una desviación del 
sistema presidencial, en el que la rama ejecutiva del poder público adquiere 
preponderancia y concentra tanto poder, que rompe el esquema clásico de 
división de poderes diseñado por Montesquieu y modificado por Madison 
en la versión de los frenos y contrapesos.

Como señala C. Bernal, el hiperpresidencialismo “ha sido una de las leyes 
de construcción del Estado en América Latina”23. Como rasgo distintivo de 
las democracias de la región, este esquema tiene consecuencias que afectan 
de manera directa e indirecta a la justicia constitucional. 

Por una parte, el hiperpresidencialismo pone en cuestión las posibilidades 
de independencia de los jueces constitucionales. El ejecutivo concentra tanto 
poder que puede afectar la integración de los tribunales; su régimen de acceso, 
permanencia y remuneración; la posición de la opinión pública respecto del 
control de constitucionalidad y el mismo cumplimiento de las decisiones 
judiciales. Lamentablemente, la anterior no es una hipótesis académica sino 
una descripción de la realidad de algunos países de América Latina24.

De manera indirecta, el hiperpresidencialismo ha causado un proceso 
aluvional en el que los jueces constitucionales asumen funciones propias 
del órgano de representación popular, pero que éste no ejerce por factores 
como la cooptación por parte del ejecutivo, la corrupción, la inestabilidad 
institucional y el déficit de deliberación interna25. En estos casos, los tribu-

23. Bernal Pulido, Carlos. La democracia como principio constitucional en América Latina. 
Cuestiones Constitucionales, núm. 17, julio-diciembre, 2007, p. 33.

24. Cfr. Pásara, Luís. La independencia judicial en la reforma de la justicia ecuatoriana. 
Fundación para el Debido Proceso - Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad - Ins-
tituto de Defensa Legal, 2014. 

25. “Con todo, el sistema político no ha permanecido inmutable ante estas circunstancias. 
El déficit de control político por parte del Congreso se ha intentado suplir con un activismo 
acentuado por parte de la jurisdicción, sobre todo de la jurisdicción constitucional. De este 
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nales constitucionales juegan un rol esencial en la superación de bloqueos 
institucionales, en la compensación de la ineficacia de los mecanismos de 
control político; en la generación de espacios de deliberación para las voces 
minoritarias dentro de la sociedad y en la protección de derechos cuyo de-
sarrollo se encontraba asignado al legislador26. 

Este papel de la justicia constitucional genera controversias, mitos e impre-
cisiones. Una mala comprensión del activismo de los jueces constitucionales, 
lo presenta como una nota distintiva y negativa de determinadas prácticas 
judiciales concretas que, en realidad, pueden resultar más compatibles con 
el propio principio democrático que la auto-restricción27. Sin embargo, un 
principio de comprensión de decisiones judiciales comúnmente consideradas 
como muestras de activismo judicial, pasa, sin duda alguna, por entender el 
contexto político y, concretamente, la señalada influencia del hiperpresiden-
cialismo en la acción de todos los demás órganos del Estado. 

Con esta breve descripción de la justicia constitucional de América Latina 
se pueden abordar a continuación dos temas de la mayor trascendencia. En 
primer lugar, el debate sobre el rol de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y su potencial posición como un tribunal constitucional regional 
y, por otra parte, las perspectivas o retos del conjunto de los jueces consti-
tucionales en el sur del continente. 

4. ¿La Corte Interamericana de Derechos Humanos 
como Tribunal Constitucional Regional?

Desde hace dos décadas, algunos autores y autoras han resaltado los puntos 
de encuentro entre las funciones de los tribunales constitucionales y las de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, con el fin de demostrar que ésta 
actúa como una especie de tribunal constitucional regional28. Por ejemplo, E. 
Ferrer Mac-Gregor sostiene que la Corte IDH “se aproxima a los órganos 

modo, con fundamento en el principio de constitucionalidad, las Cortes Constitucionales han 
intentado controlar el ejercicio excesivo de los poderes presidenciales, han intentado llenar el 
vacío de control político con una extensión de su control jurídico”. Bernal Pulido, Carlos. La 
democracia como principio constitucional en América Latina. op. cit., p. 36.

26. Cfr. García Villegas, Mauricio y Saffon, María Paula. Derechos sociales y activismo 
judicial. La dimensión fáctica del activismo judicial en derechos sociales en Colombia. Revista 
de Estudios Socio Jurídicos, vol. 13, núm. 1, enero-junio, 2011, pp. 75-107. 

27. Cfr. Roach, Kent. The Supreme Court on Trial. Judicial activism or democratic dialogue. 
Irwin Law, Toronto, 2001, pp. 207-238.

28. “Este devenir hacia una magistratura constitucional especializada también encuentra eco 
en ciertos tribunales trasnacionales, al realizar una función semejante a la de los tribunales cons-
titucionales en el ámbito interno, mediante una labor interpretativa de los tratados y convenios 
internacionales. Actualmente, esta función la emprende la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos”. Ferrer Mac-Gregor, Eduardo. Los tribunales constitucionales en Iberoamérica. 
Fundación Universitaria de Derecho, Administración y Política, Querétaro, 2002, p 29. 
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encargados de la interpretación constitucional en el ámbito interno”29. El 
principal argumento del actual juez de la Corte Interamericana, es que ese 
tribunal interpreta la Convención Americana “como una especie de lex su-
perior conteniendo un bill of rights transnacional, teniendo sus resoluciones 
efectos vinculantes con los estados que reconozcan su jurisdicción”30. 

La estructura de la analogía entre la Corte Interamericana y los tribunales 
constitucionales es la siguiente: el sistema interamericano de protección de 
los derechos humanos es un sistema constitucional regional, la Constitución 
de ese sistema es el corpus iuris interamericano y el tribunal constitucional 
de ese ámbito normativo es la Corte Interamericana de Derechos Humanos31. 

A favor del rol de la Corte Interamericana como un tribunal constitucio-
nal regional, también resultan relevantes las siguientes tesis que apoyan esa 
conclusión. En primer lugar, que funcionalmente los dos tipos de tribunales 
realizan la interpretación conforme de las leyes con la Constitución o la Con-
vención Americana. Adicionalmente, mediante la función consultiva de la 
Corte IDH se ejerce una especie de control previo de convencionalidad. Por 
otra parte, la Corte puede dictar medidas provisionales en casos contenciosos 
que se parecen a medidas que pueden adoptar los jueces constitucionales. 
Finalmente y de manera general, se defiende que el sistema interamericano 
avanza hacia el acceso directo de los ciudadanos a la justicia interamerica-
na. La conclusión es que todos estos fenómenos son paralelos a los que se 
presentan respecto de los tribunales constitucionales32.

En materia de similitudes entre las funciones de la Corte Interamericana 
y los tribunales constitucionales, también se incluyen aspectos con un alto 
nivel de generalidad, los cuales -en realidad- resultan comunes a toda la 
función judicial. Por ejemplo, la idea de que ambos órganos se encargan de 
interpretar disposiciones para inferir normas o sub-reglas, de contrastar actos 
impugnados con un determinado parámetro normativo, que sus decisiones 
se puedan identificar como un cuerpo denominado jurisprudencia o que se 
encarguen de la tutela de los derechos individuales. 

Otro argumento para afirmar la condición de tribunal constitucional de la 
Corte IDH se basa en la existencia de un derecho constitucional común latino-
americano33, dentro del cual, los instrumentos interamericanos de protección 
de los derechos humanos asumen la posición funcional de una Constitución 

29. Ferrer Mac-Gregor, Eduardo. Los tribunales constitucionales. op. cit., p. 143.
30. Ibíd.
31. Cfr. Burgorgue-Larsen, Laurence. “La Corte Interamericana de Derechos Humanos 

como Tribunal Constitucional”. Fix Fierro, Héctor; Morales Antoniazzi, Mariela; Bogdandy, 
Armin von. Ius constitutionale commune en América Latina. Rasgos, potencialidades y desafíos. 
Universidad Nacional Autónoma de México, México, 2014, pp. 412-457.

32. Ferrer Mac-Gregor, Eduardo. Los tribunales constitucionales. op. cit., pp. 136-147.
33. Un buen artículo sobre el tema, aunque no se refiere a la tesis de la Corte Interamericana 

como tribunal constitucional regional, se puede consultar en: Uprimny Yepes, Rodrigo. The 
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y la Corte Interamericana la de un tribunal constitucional. Por ejemplo, G. 
Aguilar sostiene que la Corte IDH funge “como un verdadero órgano juris-
diccional constitucional declarando la incompatibilidad de las actuaciones 
legislativas no solo con la propia Constitución nacional sino también con la 
Convención Americana de Derechos Humanos, que, para estos efectos, se 
erige como el instrumento constitucional americano”34.

En contra de estos postulados y de la conclusión de que la Corte IDH 
actúa como tribunal constitucional se sostienen los siguientes argumentos. 
En primer lugar, que el tribunal interamericano no funge como un tribunal 
de validez porque ni sus sentencias, ni mucho menos, sus opiniones con-
sultivas, producen el efecto cierto, inmediato y directo de expulsar una ley 
del ordenamiento jurídico. Esta constituiría una diferencia de esencia con la 
función clásica de los tribunales constitucionales. 

Por otra parte, a pesar de que la Corte IDH ha desarrollado una doctrina 
que permite declarar la responsabilidad de los estados por la expedición y 
aplicación de normas contrarias a la Convención Americana35 y de que en 
virtud de su función consultiva puede conocer de la compatibilidad de normas 
internas con los tratados internacionales36; en los dos casos, los efectos de las 
decisiones de la Corte se limitan a hacer visible la contradicción normativa; 
mientras que en el control de constitucionalidad, el acto de identificación 
de la antinomia faculta al juez para proceder a restablecer la coherencia del 
ordenamiento, mediante la resolución de invalidez de la norma contraria a 
la Constitución. Así lo reconoce L. Burgorgue-Larsen cuando afirma que 
al comparar la función consultiva de la Corte IDH con el control de consti-
tucionalidad: 

Recent Transformation of Constitutional Law in Latin America: trends and Challenges. Texas 
Law Review, Vol. 89, pp. 1587 – 1609.

34. En el mismo artículo el autor sostiene el siguiente argumento circular o petición de 
principio: “(…) podríamos decir que la CIDH cumple una función propiamente constitucional, 
esto es, salvaguardar los derechos de los individuos grupos y pueblos. Las declaraciones de la 
CIDH son, sin duda, orientaciones de carácter constitucional. Estas orientaciones son vinculantes 
para los estados partes toda vez que ellas se efectúan en un marco de orden público, propiamente 
constitucional. En consecuencia, los estados deben ceñirse a los estándares fijados por la CIDH 
puesto que constituyen lineamientos substantivos de carácter constitucional”. Aguilar Cavallo, 
Gonzalo. ¿Surgimiento de un derecho constitucional común en América? (Parte II). Revista de 
Derecho del Estado, No. 26, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2011, pp. 54 y 55.

35. Una visión general de esa doctrina se puede encontrar en: Corte IDH. Responsabilidad 
Internacional por Expedición y Aplicación de Leyes Violatorias de la Convención (arts. 1 y 2 
Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-14/94 del 9 de di-
ciembre de 1994. Serie A No. 14 y Corte IDH. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 24 de febrero de 2011 Serie C No. 221.

36. Cfr. Roa Roa. Jorge Ernesto. La función consultiva de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2011, pp. 29-31.
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“La analogía tiene unos límites iniciales, si se advierte que el papel de la Corte 
IDH en el ámbito consultivo consiste en dar su punto de vista acerca de una nor-
ma interna (en gestación o no), sin tener ningún tipo de poder para proceder a la 
abrogación o anulación de esa norma si se revela contraria a la Convención”37.

Por otra parte, la distancia entre las funciones de un tribunal constitucional y 
la Corte Interamericana aumenta, en la medida en que existen debates sobre 
los efectos de las decisiones de esta última, en especial, de las opiniones 
consultivas que analizan la compatibilidad de una norma interna con la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos. Desde 2011 se han formulado 
los siguientes interrogantes que son especialmente relevantes para este debate:

“(…) los efectos de una opinión consultiva que declara la compatibilidad o in-
compatibilidad de una norma interna con la CADH no han sido definidos. Por 
tratarse de un pronunciamiento en vía consultiva, debe decirse que su resultado no 
es más que una opinión no vinculante para los estados. Sin embargo, este aspecto 
es muy preocupante porque puede dar lugar a los siguientes interrogantes para 
los que aún no hay respuesta:

Cuando una norma sea declarada incompatible con la Convención, situación 
ante la cual la Corte no puede obligar por vía consultiva al Estado a derogarla, 
en ese caso ¿debería tramitarse por vía contenciosa una petición para declarar 
la responsabilidad del Estado por la expedición o aplicación de esa norma? 

Cuando un proyecto de reforma legal o constitucional sea declarado 
compatible con la Convención Americana ¿implica que la norma vigente 
en ese momento es incompatible con la Convención?, ¿son las dos normas 
compatibles?, ¿cuál de las dos es más compatible: la vigente o el proyecto 
de reforma?; o ¿qué sucede cuando un proyecto de reforma es declarado 
incompatible con la Convención y aun así es aprobado por el Estado?, ¿debe 
iniciarse en este caso el procedimiento contencioso?”38. 

Un tercer argumento se centra en la prevalencia del principio pro persona 
sobre la aplicación jerárquica de las normas de protección de los derechos 
humanos. Ciertamente, no se puede considerar a la Corte IDH como órgano 
de cierre, en aquellos escenarios en los cuales la mayor protección de un 

37. Burgorgue-Larsen, Laurence. La Corte Interamericana de Derechos Humanos como 
tribunal constitucional. En Bogdandy, Armin von; Fix-Fierro, Héctor y Antoniazzi Morales, 
Mariela. Ius Constitutionale Commune en América Latina. Rasgos, potencialidades y desafíos. 
Universidad Nacional Autónoma de México, México, 2014, p. 426. Más adelante, en la página 
430 la autora reconoce el mismo límite respecto del proceso contencioso: “(…) observamos con 
obviedad que una declaración de inconvencionalidad no se puede equiparar a una invalidación 
como tal. En este aspecto, la diferencia en materia de poder de acción sigue siendo evidente”. 

38. Roa Roa. Jorge Ernesto. La función consultiva., op. cit., p. 31. 
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derecho humano deriva de la interpretación de un acto normativo nacional, 
respecto del cual el tribunal interamericano no es el intérprete originario. 

Adicionalmente, desde el propio ius commune latinoamericano, se propor-
ciona un argumento para oponerse a la idea de que la Corte Interamericana 
sea un tribunal constitucional regional. Como señala Armin von Bogdandy, 
la región no es una especie de supra Estado con instituciones análogas a las 
que internamente tienen las unidades que la integran. En sus propias palabras: 

“La solución no se orienta a concebir las instituciones internacionales como 
instituciones de un Estado en vía de formación. La gran mayoría de los autores 
que sostienen que el Estado abierto es un instrumento esencial y que se necesitan 
instituciones internacionales eficientes no se pronuncian a favor de un Estado 
global o regional”39. 

En conclusión, a pesar de que es posible identificar un conjunto de aspectos 
comunes entre la labor de la Corte IDH y la de un tribunal constitucional, tal 
semejanza carece de los elementos esenciales del control de constitucionalidad 
y se aleja de las nuevas dimensiones del rol de los tribunales constituciona-
les, inter alia, su intervención en el control de omisiones legislativas o la 
aplicación de herramientas propias del constitucionalismo dialógico. 

Las tesis del rol constitucional de la Corte Interamericana son de dudosa 
certeza como descripciones de un fenómeno. No obstante, tienen un alto valor 
como prescripciones de las perspectivas de futuro de la propia Corte y de su 
relación con los ordenamientos nacionales, en especial, con los jueces cons-
titucionales. No es descartable que, en el futuro, en la región se construyan 
verdaderas condiciones para que el tribunal interamericano asuma un papel 
como tribunal constitucional. 

5. Retos de la justicia constitucional en América Latina

 
Los actuales desafíos de la justicia constitucional de los estados de la región 
se pueden dividir en aquellos que se despliegan en el ámbito interno y los 
que se proyectan en la relación de los ordenamientos nacionales con otros 
ordenamientos o con el sistema interamericano de protección de los derechos 
humanos. Por supuesto, se trata de una lista enunciativa que deja de lado 
las transformaciones específicas de cada uno de los sistemas, las cuales son 
necesarias para superar déficits de legitimidad democrática y protección 
efectiva de la democracia constitucional. 

39. Bogdandy, Armin von. Ius constitutionale commune latinoamericanum. Una aclaración 
conceptual. En Bogdandy, Armin von; Fix-Fierro, Héctor y Antoniazzi Morales, Mariela. Ius 
Constitutionale Commune en América Latina. Rasgos, potencialidades y desafíos. Universidad 
Nacional Autónoma de México, México, 2014, p. 12.
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5.1. Retos a nivel interno

A nivel interno existen cuatro retos importantes que determinan i) un cambio 
en el sistema de fuentes del derecho, ii) la relación de la justicia constitucional 
con el sistema democrático, iii) la apertura de los tribunales a los ciudadanos 
y iv) la autonomía de los propios órganos de control de constitucionalidad40.

El primer desafío (sistema de fuentes) es la plena comprensión de la 
fuerza vinculante de la jurisprudencia de los tribunales constitucionales, 
como una garantía de igualdad, coherencia, sistematicidad y legitimidad de 
las decisiones judiciales (Ver las lecciones I y VI). Para que se cumpla con 
este objetivo, se requieren unos mínimos cambios institucionales y unas 
grandes transformaciones en la cultura jurídica. Respecto de los primeros, 
como señala V. Ferreres: 

“Resulta bastante incontrovertido que, para que se desarrolle un sistema de prece-
dentes a partir de un conjunto de decisiones, deben cumplirse varias condiciones: a) 
las decisiones deben estar expresadas en resoluciones escritas y motivadas; b) esas 
resoluciones deben publicarse; y c) debe existir un órgano central con capacidad 
para armonizar las interpretaciones discordantes de los diferentes decisores”41. 

Sin embargo, son las grandes transformaciones en la cultura jurídica las que 
demuestran que no se trata de un reto menor, en la medida en que los estados 
latinoamericanos tienen fuertes raíces y mantienen una preferencia por el 
modelo romano-germánico que confiere prevalencia a la ley como fuente 
principal del ordenamiento. Adicionalmente, subsiste una concepción de la 
independencia judicial de tipo funcional que niega la fuerza vinculante de 
los precedentes. 

A pesar de lo anterior, la tesis optimista sobre los efectos vinculantes de 
la jurisprudencia constitucional, se abre paso debido a la difusión de me-
canismos de unificación jurisprudencial, como la revisión de las decisiones 
de todos los jueces por parte de los Tribunales Supremos o Constitucionales 
(Colombia y Venezuela) o el mandato expreso de obligatoriedad para todos 

40. Otros autores se refieren a retos relativos al funcionamiento de los tribunales como el 
reducido presupuesto, la sobre carga de trabajo y la diversidad de temas jurídicos que involucran 
los procesos de constitucionalidad. Cfr. Bazán, Víctor. Algunos problemas y desafíos actuales 
de la jurisdicción constitucional en Iberoamérica. Anuario de Derecho Constitucional Latinoa-
mericano. Konrad – Adenauer – Stiftung, Montevideo, 2007, pp. 37-61.

41. Ferreres Comella, Víctor. Arbitraje, democracia y Estado de derecho: algunas reflexio-
nes sobre la teoría de Owen Fiss. Documento presentado en el Seminario Latino Americano de 
Teoría Política y Constitucional (SELA) del año 2014, p. 8. Se puede consultar en línea: http://
www.law.yale.edu/documents/pdf/SELA14_Ferreres_CV_Sp.pdf (23/07/2014).
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los poderes públicos de los precedentes del Tribunal Constitucional (Repú-
blica Dominicana)42. 

El reto concreto para los jueces constitucionales es adoptar una meto-
dología de decisión que permita identificar con claridad los elementos del 
precedente, hacer explícitos los cambios de la jurisprudencia, crear meca-
nismos de difusión sistemática de sus decisiones y herramientas para recibir 
la retroalimentación de los demás jueces43. 

El segundo reto (relación con el sistema democrático), es lograr que los 
sistemas de justicia constitucional superen el dualismo entre la prevalencia 
de la voluntad mayoritaria y la supremacía constitucional, la lógica binaria 
de la última palabra en la interpretación de la Constitución como monopolio 
exclusivo del legislador o de los jueces y la confrontación heredada de los 
sistemas de frenos y contrapesos, que partían de dotar de armas a cada uno 
de los poderes y de la mutua desconfianza entre éstos. La justicia constitu-
cional en América Latina puede avanzar hacía modelos de constitucionalismo 
dialógico, en los que se propicie la democracia deliberativa, la construcción 
colectiva de las decisiones y el diálogo entre los poderes públicos, al mismo 
tiempo, que se mantiene una garantía eficaz de los derechos fundamentales 
y del cumplimiento de las promesas de la Constitución.

Aunque se trata de un reto para todo el sistema democrático, los jueces 
constitucionales pueden contribuir mediante la utilización de modelos bilate-
rales de reparación de la discriminación normativa44, la creación de espacios 
de deliberación en el marco de los procesos judiciales y los distintos meca-
nismos de modulación de los efectos de las sentencias. De acuerdo con R. 
Gargarella, otras herramientas para lograr ese diálogo institucional pueden 
ser, a título de ejemplo: 

“(…) tribunales que crean mecanismos destinados a monitorear el cumplimiento 
de sus sentencias, con la ayuda de la ciudadanía; tribunales que exhortan a los 
gobiernos a cumplir con ciertos derechos, o les advierten sobre el carácter incons-
titucional de ciertas alternativas; tribunales que en lugar de imponer una solución a 
los legisladores, establecen plazos dentro de los cuales estos últimos deben reme-
diar una situación de violación de derechos; tribunales (y este es nuestro ejemplo 
favorito) que comienzan a tomar en serio el análisis de los debates legislativos, 
para asegurar que ellos expresen un proceso genuino de aprendizaje mutuo o, en 

42. La denominación tesis optimista, sus ventajas y problemas, se puede consultar en: Bernal 
Pulido, Carlos. La fuerza Vinculante de la Jurisprudencia en el Orden Jurídico Colombiano. 
Precedente, Universidad Icesi de Cali, 2003, pp. 13-43. 

43. Un buen intento por construir una propuesta en este sentido se puede consultar en: López 
Medina, Diego. El derecho de los jueces. 2ª ed., Legis, Bogotá, 2006.

44. Sobre los modelos unilateral y bilateral: González Beilfuss, Markus. Tribunal Consti-
tucional y reparación de la discriminación normativa. Centro de Estudios Políticos y Constitu-
cionales, Madrid, 2000.
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otros términos, que esos debates no resulten meras pantallas destinadas a avalar 
una legislación impulsada por grupos de interés, o una decisión que el ejecutivo 
se niega a discutir y mejorar junto con la aposición en el Congreso” 45.

En relación con el anterior reto, en tercer lugar, resulta importante propiciar 
el mayor acceso directo de los ciudadanos al control de constitucionalidad, 
como un rasgo en expansión de la justicia constitucional de la región46. El 
objetivo es lograr un equilibrio entre la apertura de los tribunales a los ciu-
dadanos –tanto en la condición de demandantes como en la de participantes 
en las audiencias públicas– y la existencia de filtros necesarios para evitar 
distorsiones, verbigracia, las demandas temerarias o la extensión del debate 
político a los tribunales constitucionales. En definitiva, que se construya un 
sistema de control efectivo al legislador, compatible con el principio demo-
crático y en el que se mantenga en un nivel razonable la carga de trabajo de 
los jueces constitucionales. 

Finalmente, pero no menos importante, la justicia constitucional de la 
región se enfrenta a la necesidad de consolidar y fortalecer su autonomía, con 
el fin de responder a los riesgos que representan el excesivo presidencialismo 
latinoamericano, la debilidad de los controles políticos al ejercicio del poder 
público y las presiones propias de regímenes con rasgos autoritarios47.  

5.2. Retos en relación con la internacionalización del derecho 
constitucional

En relación con el contexto internacional, los dos principales retos de la justi-
cia constitucional son i) la implementación de los estándares internacionales 

45. Gargarella, Roberto (Comp.) Por una justicia dialógica. El poder judicial como promotor 
de la deliberación democrática. Siglo Veintiuno Editores, Buenos Aíres, 2014. 

46. El acceso de los ciudadanos se concreta mediante la acción popular o pública de consti-
tucionalidad y de su participación en las audiencias públicas o en los escritos de amicus curiae. 
Estos dos instrumentos amplían el marco de la deliberación al interior del tribunal y acercan a los 
jueces a los intereses ciudadanos. Sobre las ventajas de un modelo de acción pública, se puede 
consultar a: Roa Roa, Jorge Ernesto. El modelo colombiano de control de constitucionalidad. 
Elementos para su defensa. Università degli Studi di Trento, Trento, 2014. El texto del E-book 
se puede consultar en el sitio web del proyecto Comparing Constitutional Adjudication: http://
www.cocoaproject.eu/images/eBook_CoCoA_2014_J_E_Roa_Roa.pdf  (16/07/2014).

47. Hace menos de veinte años se produjeron graves violaciones a la independencia, inte-
gridad y funcionamiento de los tribunales constitucionales de algunos estados de la región. En 
Perú (1997) el gobierno destituyó de su cargo a tres de los jueces del Tribunal Constitucional 
que se oponían a la reelección del Presidente de la República; en Ecuador (2004) el Congreso 
removió a los magistrados del Tribunal Constitucional. El primer caso suscitó la intervención de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Cfr. Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional 
Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71 Los 
mismos riesgos pero con formas menos evidentes y en distintos grados, se presentan actualmente 
en la mayoría de estados de la región. 
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de protección de los derechos mediante las herramientas de interpretación 
conforme, control de convencionalidad y diálogo judicial y ii) los desafíos 
propios de la existencia de un constitucionalismo multinivel. 

Como se explicó al inicio del escrito, en una primera etapa la justicia 
constitucional de la región se enfrentó a la existencia de una cultura jurídica 
apegada al formalismo y a los métodos de interpretación y resolución de con-
flictos normativos propios del legalismo. Ahora ese obstáculo, parcialmente 
superado, es sustituido por la necesidad de que en los diferentes modelos de 
justicia constitucional se ponga fin al razonamiento local y se abra paso a 
la comprensión de los problemas jurídicos en medio de una cultura jurídica 
global, en la que los estándares internacionales de protección de los derechos 
humanos, las observaciones e informes de los organismos encargados de su 
vigilancia y protección y la jurisprudencia de los tribunales internacionales, 
hagan parte integral del razonamiento jurídico, con el mismo o mayor nivel 
de importancia que las normas nacionales o la jurisprudencia de otros tri-
bunales internos. 

En ese contexto de internacionalización del derecho constitucional48, los 
principales instrumentos regionales de interacción entre jueces nacionales e 
internacionales son la aplicación del principio de interpretación conforme de 
las normas nacionales con las normas internacionales, el control de conven-
cionalidad establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y 
el diálogo judicial49. 

Aunque estos mecanismos y, en especial, la idea del diálogo entre los 
jueces nacionales y el juez internacional enfrentan fuertes problemas de 
legitimidad democrática50, también persiguen objetivos importantes, como 
evitar la responsabilidad internacional del Estado, hacer efectivo el princi-
pio de subsidiariedad de los tribunales internacionales, crear una dinámica 
colaborativa entre el juez nacional y el juez internacional en la verificación 
y ejecución de las órdenes de cumplimiento de las decisiones y, sobre todo, 

48. Sobre el proceso de internacionalización del derecho constitucional: Chang, Wen-Chen 
y Yeh, Jiunn-Rong. Internationalization of Constitutional Law. En Rosenfeld, Michel y Sajo, 
András. The Oxford Handbook of Comparative Constitutional Law. Oxford University Press, 
Oxford, 2012, pp. 1165-1184.

49. Explicar cada uno de estos instrumentos escapa al ámbito de este documento. Se reco-
mienda la consulta de los artículos compilados en: Saiz Arnaiz, Alejandro y Ferrer Mac-Gregor, 
Eduardo (Dirs.) Control de convencionalidad, interpretación conforme y diálogo jurisprudencial. 
Porrúa - Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. México D.F., 2009.

50. Algunos de estos problemas son señalados con notable lucidez en: Niembro Ortega, 
Roberto. Sobre la legitimidad democrática del diálogo entre jueces nacionales e internacionales 
tratándose de derechos fundamentales. En Estudos avançados de Direitos Humanos. Direitos 
humanos, democracia e integração jurídica: Emergência de um novo direito público, Armin 
von Bogdandy, Flávia Piovesan y Mariela Morales Antoniazzi (Coords.), Elsevier, Campus 
Jurídico, 2013. 
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construir colectivamente escenarios de protección efectiva de los derechos 
humanos51. 

Adicionalmente, a pesar de que la integración regional latinoamericana es 
muy incipiente, también existe un fenómeno de constitucionalismo multinivel, 
que exige de los jueces una mayor capacidad para dialogar horizontalmente 
con sus pares de otros ordenamientos jurídicos, aumentar el tráfico o migra-
ción razonable de las ideas constitucionales52, fortalecer el uso del derecho 
constitucional comparado y encontrar un equilibrio espontáneo entre el pre-
tendido ius commune regional y la diversidad y heterogeneidad de la región53. 

6. Conclusión

Como se puede ver hasta aquí, a pesar de que existen desafíos internos e inter-
nacionales exigentes, resulta incuestionable que la justicia constitucional de 
la región ha creado las condiciones para la garantía judicial de la Constitución 
y el sometimiento de todos los poderes públicos y de los particulares a la 
norma jurídica superior del ordenamiento jurídico. No obstante, los efectos 
de las decisiones de los jueces constitucionales deben tener el potencial es-
tructural de generar una cultura constitucional, en la que aumente la eficacia 
de otros mecanismos de protección de la Constitución, como los debates al 
interior del órgano legislativo, la interiorización de los valores públicos de 
la Constitución y la formación de una ciudadanía militante54. 

51. “La aconsejable colaboración entre ambas instancias (interna e interamericana) no apunta 
a una relación jerárquica entre ellas, sino a una conexión cooperativa en la hermenéutica pro 
homine (o pro persona) de los derechos esenciales, en tanto copartícipes jurisdiccionales de un 
objetivo convergente tan amplio como sensible y trascendente: la protección de los derechos 
humanos, expresión directa de la dignidad de la persona”. Bazán, Víctor. Estado Constitucional 
y Derechos Humanos en Latinoamérica: algunos problemas y desafíos. En López Ulla, Juan 
Manuel. Derechos Humanos y Orden Constitucional en Iberoamérica. Editorial Aranzadi, 
Pamplona, 2011, p. 145.

52. La idea de la migración de las ideas constitucionales es de: Halmai, Gábor. The use 
of Foreign Law in Constitutional Interpretation. En Rosenfeld, Michel y Sajo, András. The 
Oxford Handbook of Comparative Constitutional Law. Oxford University Press, Oxford, 2012, 
pp. 1328-1348.

53. Piovesan, Flávia. Derechos humanos y diálogo entre jurisdicciones en el contexto latino-
americano. En Bogdandy, Armin von; Saiz Arnaiz, Alejandro; Ugartemendia, Juan Ignacio y 
Morales Antoniazzi, Mariela. La tutela jurisdiccional de los derechos. Del constitucionalismo 
histórico al constitucionalismo de la integración. Instituto Vasco de Administración Pública, 
Oñati, 2012, pp. 349-373.

54. Una referencia al potencial del diseño institucional de la justicia constitucional para 
construir una ciudadanía militante: Toniatti, Roberto. Il contributo innovativo della acción 
pública colombiana nel contesto comparato della giurisdizione costituzionale: un’ipotesi di 
“costituzione militante”. En Roa Roa, Jorge Ernesto. El modelo colombiano., op. cit., pp. 
5-14. Sobre los tipos de democracia militante: Müller, Jan-Werner. Militant Democracy. En 
Rosenfeld, Michel y Sajo, András. The Oxford Handbook of Comparative Constitutional Law. 
Oxford University Press, Oxford, 2012, pp. 1253-1269.
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En el contexto de todo lo que se ha escrito en este fugaz recorrido por la 
justicia constitucional regional, a modo de conclusión, se puede afirmar que 
existe un reto general del constitucionalismo latinoamericano que consiste 
en adaptar la sala de máquinas de las Constituciones (parte orgánica) 55 a las 
generosas cartas de derechos (parte dogmática)56 y crear mecanismos para 
garantizar su exigibilidad frente a los viejos, renovados y nuevos peligros 
que amenazan su plena eficacia, inter alia, las doctrinas de la seguridad, el 
constitucionalismo conservador y los salvajes poderes de la economía de 
mercado57. 

55. La expresión es de: Gargarella, Roberto. Latin American Constitutionalism 1810-2010. 
The Engine Room of the Constitution. Oxford University Press, Oxford, 2013. 

56. “De allí que, para que los derechos no queden reducidos sólo a palabras vacías sin 
concreción fáctica, corresponde insistir en la necesidad de dinamizar mecanismos procesal 
constitucionales que, sin soslayar ni violentar la autoridad democrática del legislador, aseguren 
la densidad normativa de la Constitución y de los compromisos internacionales sobre derechos 
humanos con valencia homóloga a ella, preserven su contenido axiológico y resguarden su su-
premacía, la que puede ser jaqueada no sólo por acción sino también por su inercia u omisión”. 
Bazán, Víctor. Estado Constitucional. op. cit., p. 98.

57. Sobre los riesgos que representa el sistema económico para los derechos fundamentales 
y la necesidad de un constitucionalismo fuerte que enfrente al modelo económico neoliberal: 
Ferrajoli, Luigi. Democracia y Garantismo. op. cit., pp. 110-122 y 293-302.
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